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  RECURSO DE REVISIÓN 131/2019-2.

COMISIONADO PONENTE: 

LIC. PAULINA SÁNCHEZ PÉREZ DEL POZO
ENTE OBLIGADO:

UNIVERSIDAD AUTÓNOMA DE SAN LUIS POTOSÍ.

San Luis Potosí, San Luis Potosí. Acuerdo del Pleno de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, correspondiente a la Sesión Extraordinaria de 26 veintiséis de abril de 2019, dos mil diecinueve. 
VISTOS, para resolver, los autos del recurso de revisión identificado al rubro; y
R E S U L T A N D O:

PRIMERO. Solicitud de acceso a la información pública. Según consta en la Plataforma Nacional de Transparencia con folio 01001018 el 12 doce de diciembre de 2019, dos mil diecinueve, la Universidad Autónoma de San Luis Potosí recibió una solicitud de acceso a la información pública requiriendo lo siguiente:
“SOLICITO LOS RECIBOS DE NOMINA DEL MES DE DICIEMBRE DE LOS AÑOS 2011, 2012, 2013, 2014, 2015, 2016, 2017 Y 2018, DE GLADYS GABRIELA FARIAS OLIVA” sic.
SEGUNDO. Respuesta a la solicitud de acceso a la información pública. El 14 catorce de enero de 2019, dos mil diecinueve, el sujeto obligado notificó al recurrente la respuesta a su escrito de solicitud de información pública misma que es como sigue:

C. ****.

En atención a la solicitud de información con número de folio 01001018, presentada el 12 de diciembre de 2018 y recibida el 13 de diciembre de 2018 a través del sistema de solicitudes electrónicas de la Plataforma Nacional de Transparencia, atentamente se informa:

Se acompaña en archivo adjunto:

•      Acuerdo de fecha 11 de enero de 2018 dos mil dieciocho, emitido por la Unidad de Transparencia, mediante el cual da trámite y respuesta a la solicitud de información, expidiéndose a costa del solicitante copia de la documentación solicitada en versión pública en conformidad a lo establecido en el artículos 165 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado y conforme a la tabla de documentos solicitados referida en el mismo.

• Acta del Comité de Transparencia de la Universidad Autónoma de San Luis Potosí de fecha  10 de enero de 2019, derivado del análisis de la información contenida en las 89 solicitudes presentadas vía electrónica  por ****, con fecha 12 doce de diciembre de 2018 dos mil dieciocho.

En este sentido se informa que la documentación solicitada consta en 1,466 documentos, por lo que tomando en cuenta la gran cantidad de documentación, la cual  se encuentra en formato físico, que hay que realizar la versión pública, además de que implica un análisis, estudio y procesamiento de documentos que sobrepasan las capacidades técnicas para cumplir con la solicitud en los plazos establecidos, se expide a costa del peticionario la documentación solicitada, previo el pago de derechos correspondientes a efecto de realizar las versiones públicas de los documentos solicitados.

Lo anterior conforme lo señalan los artículos 157 y 165 tercer párrafo de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, en correlación con el artículo quincuagésimo sexto de los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la Elaboración de Versiones Públicas.  Dichos artículos señalan:

"ARTÍCULO 157. La Unidad de Transparencia tendrá disponible la información solicitada, durante un plazo mínimo de sesenta días, contado a partir de que el solicitante hubiere realizado, en su caso, el pago respectivo, el cual deberá efectuarse en un plazo no mayor a treinta días."

"ARTÍCULO 165. En caso de existir costos para obtener la información, deberán cubrirse de manera previa a la entrega [...]

Los sujetos obligados llevarán a cabo la reproducción y/o envío de la información solicitada, previo pago de los derechos correspondientes. "

Actualmente el costo por expedición de copia simple es de $1 (un peso 0/100 M.N), y la copia certificada en $40 (cuarenta pesos 00/10 M.N) por lo que se pone a disposición del peticionario por un término de 30 días hábiles a partir de la notificación de la respuesta a efecto de realizar el pago de las copias solicitadas de las que requiera copia, conforme lo señala el artículo 157 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado y la tabla de documentos solicitados.

Lo anterior puede gestionarse en la oficina de la Unidad de Enlace, Transparencia y Acceso a la Información Pública de la UASLP, ubicada en Álvaro Obregón número 64, Zona Centro, C.P. 78000, en un horario de las 9:00 horas a las 15:00 horas, de lunes a viernes, conforme al calendario universitario, apercibido que para el caso de no hacerlo, se dará por concluido el presente asunto y se mandara archivar de conformidad con el artículo antes referido.

Sin otro particular por el momento, le reitero la seguridad de mi atenta y distinguida consideración.          

Unidad de Enlace, Transparencia y Acceso a la Información Pública de la UASLP.

Álvaro Obregón número 64, Zona Centro, C.P. 78000.

Horario de las 9:00 horas a las 15:00 horas.

De lunes a viernes, conforme al calendario universitario.

enlace@uaslp.mx.
TERCERO. Interposición del recurso. El 05 cinco de febrero de 2019, dos mil diecinueve, mediante registro RR00009819 en la Plataforma Nacional de Transparencia, el solicitante de la información interpuso el recurso de revisión en contra de la respuesta mencionada en el punto anterior, por medio del cual manifestó:
“REALICE UNA SOLICITUD Y PEDI RECIBOS DE NOMINA Y LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA CON EL FIN DE QUE PAGUE POR LOS RECIBOS QUE SON PUBLICOS Y EXISTEN DE FORMA ELECTRONICA EN FORMA DE PDF, Y QUE CADA TRABAJADRO DE LA UASLP PUEDE DESCARGAR DESDE LA PAGINA DE LA SECRETARIA DE FINANZAS DE LA UASLP, ES DECIR ME QUIEREN COBRAR POR COPIAS DE ARCHIVOS QUE COMO DICE EL ARTÍCULO 152 DE LA LEY DE TRANSPARENCIA DE SAN LUIS, ME DEBIAN ENTREGAR EN MENOS DE 5 DIAS POR QUE YA ESTAN EN FORMATOS ELECTRÓNICOS DISPONIBLES EN INTERNET “Cuando la informacio´n requerida por el solicitante ya este disponible al pu´blico en medios impresos, tales como libros, compendios, tri´pticos, registros pu´blicos, en formatos electro´nicos disponibles en Internet o en cualquier otro medio, se le hara saber por el medio requerido por el solicitante la fuente, el lugar y la forma en que puede consultar, reproducir o adquirir dicha informacio´n en un plazo no mayor a cinco di´as”

CUALQUIER TRABAJADOR PUEDE DESCARGAR SU RECIBO, EL RECIBO CONTIENE DATOS PERSONALES Y SE BAJAN DE LA PAGINA DE INTERNET https://www.finanzas.uaslp.mx/ConsultaCFDI/Account/Login?ReturnUrl=%2fconsultaCFDI, TAPAR LOS DATOS PERSONALES EN UN PDF ES MUY FACIL Y NO GENERA COSTO DE REPRODUCCIÓN O DE NINGUN TIPO COMO LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA QUIERE TRATAR DE INSINUAR CUANDO SEÑALA QUE DEBE HACERSE UNA VERSION PUBLICA OSEA IMPRIMIR LOS RECIBOS Y COBRARME POR ELLOS

ADEMAS DE SI FUERA EL CASO DE QUE ME PUDIERAN COBRAR EL ARTICULO 165 DE LA LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN DEL ESTADO SEÑALA ESPECIFICAMENTE QUE “Las cuotas de los derechos a que se refiere el arti´culo 62 de esta Ley, se publicara´n en los sitios de Internet de los sujetos obligados. En su determinaci´on se deber´a considerar que los montos permitan o faciliten el ejercicio del derecho de acceso a la informacio´n, asimismo se establecera´ la obligaci´on de fijar una cuenta bancaria u´nica y exclusivamente para que el solicitante realice el pago i´ntegro del costo de la informacio´n que solicio´.”
Y LA UASLP SE LIMITA A DECIR QUE ACTUALMENTE EL COSTO POR CONCEPTO DE EXPEDICIÓN DE COPIA SIMPLE ES DE $1 (UN PESO 00/100 M.N.), POR SU PARTE EL ARTICULO 62 SEÑALA “Los sujetos obligados que por su naturaleza juri´dica no cuenten con Ley de Ingresos, debera´ remitirse a la Ley de Ingresos del Estado o Municipios, segu´n corresponda.” LO QUE SIGNIFICA QUE LA UASLP DEBIA REMITIR A ESTA NORMA O PUBLICAR EN INTERNET SUS CUOTAS DE REPRODUCCIÓN Y NO LO HACE.

ESTO ES POR QUE SI BIEN REALICE MUCHAS SOLICITUDES, LA UASLP ABUSA DE SU AUTORIDAD PARA JUNTAR TODAS LAS SOLICITUDES Y COBRARLAS COMO UNA SOLA, LO CUAL ES UNA FORMA DE NEGAR EL ACCESO Y QUE DESPUES DE VARIAS SOLICITUDES DE INFORMACIÓN REALIZADAS A LA UASLP, ES UNA CONSTANTE QUE NIEGUEN O DISTORCIONEN LA INFORMACIÓN CON EL OBJETO DE NO ENTREGARLA COMO DEBE SER Y QUE SE DEBA ACUDIR A USTEDES CEGAIP PARA EXIJIR JUSTICIA

POR TODO LO QUE PRECISE SOLICITO SE AUXILIE PARA QUE LA UASLP ME ENTREGUE LA INFORMACION QUE SOLICITE DE GLADYS GABRIELA FARIAS OLIVA Y NO QUE ME COBREN O QUE ME INDIQUEN QUE LA RESPUESTA ESTA EN PETS EN UN ARCHIVO EXCEL DONDE NO SALE MAS QUE LOS TIPOS DE CONTRATOS DE TRABAJADORES, PERO BAJO QUE NOMBRAMIENTO, PERCEPCION Y JORNADA LABORAL PARA SABER EL SUELDO BASE, Y AUN ASI, NO SERIA LA INFORMACION QUE PEDI, QUE ES LOS RECIBOS DE NOMINA”. (sic)

CUARTO. Trámite del recurso de revisión ante esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública. Mediante auto de 08 ocho de febrero de 2019, dos mil diecinueve, la Presidencia de esta Comisión de Transparencia tuvo por recibido el recurso de revisión, por lo que en razón de turno, toco conocer a la ponencia de la Licenciada Paulina Sánchez Pérez del Pozo, motivo por el cual se le turnó dicho expediente bajo el número RR-131/2019-2 PLATAFORMA para que procediera, previo su análisis, a su admisión o desechamiento según fuera el caso.  
QUINTO. Auto de admisión y trámite. El 19 diecinueve de febrero de 2019, dos mil diecinueve, el comisionado ponente acordó la admisión del recurso de revisión por actualizarse las hipótesis establecidas en las fracciones IX y XI del artículo 167 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado y tuvo como ente obligado a la UNIVERSIDAD AUTÓNOMA DEL ESTADO, POR CONDUTO DE SU RECTOR, A TRAVÉS DEL TITULAR DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA, en lo sucesivo sujeto obligado. 
Se puso a disposición de las partes el expediente para que en un plazo máximo de 7 siete días manifestaran lo que a su derecho conviniera –ofrecer pruebas y alegar–.  

Por lo tanto, el ponente apercibió al sujeto obligado de que en caso de ser omisos para manifestar lo que a su derecho conviniera respecto del presente recurso, este Órgano Garante resolvería únicamente con base en las documentales que obraran en autos.

SEXTO. Rendición del informe de los sujetos obligados. Con fecha 11 once de marzo, de 2019, dos mil diecinueve, esta Comisión tuvo por recibido un oficio sin número, signado por Luis Enrique Vera Noyola, Director de la Unidad de Transparencia de la Universidad Autónoma del Estado, con 01 un anexo que al mismo acompañó, mediante el cual se le tuvo por realizando en tiempo y forma las manifestaciones que a su derecho estimó convenientes, y en el contexto del mismo proveído se le tuvo por improcedente la acumulación peticionada por los fundamentos expuestos en dicho proveído.

Asimismo, se tuvo a la parte recurrente por omiso en hacer manifestaciones respecto a lo que a su derecho conviniera. 

Por lo que, en el contexto del mismo proveído se declaró cerrado el periodo de instrucción y se procedió a elaborar el proyecto de resolución respectivo.

De la misma manera, con fecha 27 veintisiete de marzo de 2019, dos mil diecinueve, se ordenó ampliar el plazo para resolver el presente asunto, por lo que, en el contexto del mismo proveído se ordenó remitir de nueva cuenta el proyecto de resolución correspondiente.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Competencia. Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública es competente para conocer del presente asunto, de acuerdo con los artículos 6, párrafo cuarto, apartado A, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 17, fracción III, párrafo tercero, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 27, primer párrafo, 34, fracciones I y II, 35, fracción I, y 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública de este Estado. 

SEGUNDO. Procedencia. El presente recurso de revisión es procedente en términos del artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado ya que el recurrente se inconforma por la respuesta a su solicitud de acceso a la información pública por parte del sujeto obligado. 
TERCERO. Oportunidad del recurso. La interposición del escrito inicial del recurso de revisión fue oportuna al presentarse dentro del plazo de quince días a que se refiere el artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, como se expone a continuación:

· El 12 doce de diciembre de 2019, dos mil diecinueve, el solicitante de la información presentó su solicitud de acceso a la información pública ante el sujeto obligado.

· Ahora, de conformidad con los artículos 148 y 154 de la Ley de Transparencia, el plazo para dar respuesta por parte del sujeto obligado era de diez días hábiles, contados a partir del día siguiente en que le fue presentada la solicitud de información.

· El 14 catorce de enero de 2019, dos mil diecinueve, el solicitante de la información fue notificado de la respuesta a su solicitud.

· Por lo tanto, el plazo de los quince días hábiles para interponer el recurso de revisión transcurrió del día 15 quince de enero al 05 cinco de febrero de este año. 

· Se deben descontar de dicho cómputo por ser inhábiles los días 19 diecinueve, 20 veinte, 26 veintiséis y 27 veintisiete de enero, así como 02 dos, 03 tres y 04 cuatro de febrero del año en curso.

· Consecuentemente si el 05 cinco de febrero de este año el recurrente interpuso el citado medio de impugnación ante esta Comisión de Transparencia, mismo que quedó presentado ante la Oficialía de Partes de esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública al día siguiente, es decir el 06 seis del referido mes y año, en ese sentido, resulta claro que es oportuna su presentación.  

CUARTO. Certeza del acto reclamado. Es cierto lo que se le reclama al sujeto obligado en virtud de que la solicitud de acceso a la información pública fue dirigida a la autoridad de que se trata como sujeto obligado de acuerdo al registro de la Plataforma Nacional de Transparencia.

QUINTO. Causales de improcedencia. Las causales de improcedencia previstas en el artículo 179 de la Ley de Transparencia son de estudio oficioso y preferente a cualquier otra cuestión planteada, por lo tanto, al no haber otra causal de improcedencia invocada por las partes o advertida por este Órgano Colegiado, se analiza el fondo de la cuestión planteada.
SEXTO. Estudio de los Agravios. 
6.1. Agravios. Una vez precisados los elementos a resolver, este Pleno analizará los hechos con base a los argumentos aportados por las partes y demás elementos de convicción.

Expuesto lo anterior, puede colegirse que el recurrente presentó recurso de revisión en contra de la respuesta otorgada por el ente obligado, en los términos siguientes:

· “…Me quieren cobrar por copias de archivos que como dice el artículo 152 de la ley de transparencia de san luis, me debian entregar en menos de 5 dias por que ya estan en formatos electrónicos disponibles en internet…”
· “…cualquier trabajador puede descargar su recibo, el recibo contiene datos personales y se bajan de la pagina de internet https://www.finanzas.uaslp.mx/consultacfdi/account/login?returnurl=%2fconsultacfdi, tapar los datos personales en un pdf es muy facil y no genera costo de reproducción o de ningun tipo como la unidad de transparencia quiere tratar de insinuar cuando señala que debe hacerse una version publica osea imprimir los recibos y cobrarme por ellos…”

· “…ademas de si fuera el caso de que me pudieran cobrar el articulo 165 de la ley de transparencia y acceso a la información del estado señala especificamente que “las cuotas de los derechos a que se refiere el arti´culo 62 de esta ley, se publicara´n en los sitios de internet de los sujetos obligados. en su determinaci´on se deber´a considerar que los montos permitan o faciliten el ejercicio del derecho de acceso a la informacio´n, asimismo se establecera´ la obligaci´on de fijar una cuenta bancaria u´nica y exclusivamente para que el solicitante realice el pago i´ntegro del costo de la informacio´n que solicio´.”

· y la uaslp se limita a decir que actualmente el costo por concepto de expedición de copia simple es de $1 (un peso 00/100 m.n.), por su parte el articulo 62 señala “los sujetos obligados que por su naturaleza juri´dica no cuenten con ley de ingresos, debera´ remitirse a la ley de ingresos del estado o municipios, segu´n corresponda.” lo que significa que la uaslp debia remitir a esta norma o publicar en internet sus cuotas de reproducción y no lo hace…”

· “…esto es por que si bien realice muchas solicitudes, la uaslp abusa de su autoridad para juntar todas las solicitudes y cobrarlas como una sola, lo cual es una forma de negar el acceso…”
Es así que, el recurrente esencialmente manifiesta que la autoridad expide a su costa la documentación solicitada, misma que de acuerdo con el solicitante, se encuentra publicada en la dirección electrónica https://www.finanzas.uaslp.mx/consultacfdi/account/login?returnurl=%2fconsultacfdi, y  de conformidad con el artículo 152 de la Ley de transparencia, al ya estar disponible al público en medios impresos debía hacérsele saber por el medio requerido la fuente, el lugar y la forma en que puede consultar, reproducir o adquirir dicha información en un plazo no mayor a cinco días.
De igual forma manifiesta que en caso de resultar procedente el cobro de la documentación, de conformidad con el artículo 62 de la Ley de Transparencia, las cuotas de los derechos a que se refiere dicho numeral, deben publicarse en los sitios de internet del sujeto obligado, no obstante, la autoridad se limita a indicar el costo por concepto de expedición de copia simple y certificada sin fundamento alguno. 

Finalmente, se queja de la acumulación de sus diversas solicitudes de información y que la autoridad pretende cobrarlas como una sola, por lo que atentamente se expresa: 

a) El artículo 152 de la Ley de la materia, señala como obligación de los entes obligados remitir al solicitante a la fuente o el lugar donde puede consultarlo: 

· ARTÍCULO 152. Cuando la información requerida por el solicitante ya esté disponible al público en medios impresos, tales como libros, compendios, trípticos, registros públicos, en formatos electrónicos disponibles en Internet o en cualquier otro medio, se le hará saber por el medio requerido por el solicitante la fuente, el lugar y la forma en que puede consultar, reproducir o adquirir dicha información en un plazo no mayor a cinco días.

Por lo que conforme a dicho artículo, se puso de conocimiento del peticionario donde localizar la información solicitada en la forma y medio establecido, mas no así en el tiempo que señala tal precepto, por tanto no se cumplieron los requisitos de aplicación del artículo 152 LTAIPE conforme lo siguiente: 

· El artículo 152 antes referido, no es potestativo, sino imperativo, esto es que no está en posibilidad de decidir lo más conveniente, sino que es una obligación. 

a) En una interpretación de manera positiva al principio de máxima publicidad, es de otorgar la información que en esencia el peticionario desea conocer.

En ese sentido lo que el solicitante desea conocer son las percepciones de la funcionaria pública que refiere.

Al aparecer la información en los formatos específicos de la Plataforma Nacional de Transparencia, cuya finalidad es brindar acceso a la información pública, se ha brindado acceso a la información solicitada, más aun que la fracción XI del artículo 84 de la Ley de la materia Estatal contiene: 

La remuneración bruta y neta de todos los servidores públicos de base o de confianza, de todas las percepciones, incluyendo sueldos, prestaciones, gratificaciones primas, comisiones, dietas, bonos, estímulos, ingresos y sistemas de compensación, entre demás información.

En esencia se da entrada al presente recurso con fundamento en las fracciones IX y XI del artículo 167 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, referentes a los costos o tiempos de entrega de la información y la negativa a permitir la consulta directa de la información, por lo que a este respecto:

La información si fue entregada posterior al plazo de los cinco días que señala el artículo 152 en la Ley de la Materia. 

Dicho precepto refiere que, cuando la información requerida por el solicitante ya esté disponible al público en medios impresos, tales como formatos electrónicos disponibles en Internet o en cualquier otro medio, se le hará saber por el medio requerido por el solicitante la fuente, el lugar y la forma en que puede consultar, reproducir o adquirir dicha información en un plazo no mayor a cinco días, circunstancia que en el presente asunto no aconteció, pues en el caso concreto el sujeto obligado proporcionó la información el 14 catorce de enero de 2019, dos mil diecinueve, es decir al 10° decimo día, no obstante, cabe destacar que dicho numeral atiende a información pública de oficio que se encuentre disponible al público en medios impresos o formatos electrónicos disponibles en internet o cualquier otro medio, y en el caso concreto la autoridad señaló que las remuneraciones del personal universitario las podría consultar en el artículo 84, fracción XI de la Ley Estatal de Transparencia, mas no así los recibos de nómina que solicitó, puesto que estos se expedirían a costa del peticionario, previo pago de derechos correspondientes a efecto de realizar las versiones públicas de los documentos solicitados, es decir, dichos documentos no se encuentran considerados como obligación pública de oficio que se encuentre disponible al público puesto que contienen datos personales susceptibles de protección, sin embargo se encuentran en sus archivos y estan obligados a generarlos.
Por otra parte, en cuanto a la acumulación efectuada por parte del Sujeto Obligado para atender la solicitud de información del particular, con fundamento en lo establecido en los artículos 2º fracción III
 y 21
 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, esta Comisión procederá a verificar si en el derecho de acceso efectuado en la solicitud de folio 01001018, se ajustó a los principios que rigen en materia de transparencia y acceso a la información pública, es decir, verificar en el procedimiento de acceso que se examina, se haya sustanciado de manera sencilla y expedita. 

Del análisis de la respuesta otorgada por el Sujeto Obligado, se evidencia que el 14 catorce de enero de 2019, dos mil diecinueve, se notificó el oficio sin número, suscrito por el Director de la Unidad de Enlace, Transparencia e Información, el cual contiene la respuesta de las solicitudes de información de folios:
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00998318, 00998418, 00998518, 00998618, 00998718, 00998818,
00998918, 00999018, 00999118, 00999218, 00999318, 00999418,
00999518, 00999618, 00999718, 00999818, 00999918, 01000018,
01000118, 01000218, 01000318, 01000418, 01000518, 01000618,
01000718, 01000818, 01000918, 01001018, 01001118, 01001218.

San Luis Potosi, S.L.P., 11 once de enero de 2018 dos mil dieciocho.
Téngase por presentada solicitudes de informacion de fecha 12 doce de diciembre
de 2018 dos mil dieciocho, a nombre de Francisco Cervantes Ocafia, folios

00992318, 00992418,
00993018, 00993118,
00993718, 00993818,
00994418, 00994518,
00995118, 00995218,
00995818, 00995918,
00996518, 00996618,
00997318, 00997418,
00998018, 00998118,
00998718, 00998818,
00999418, 00999518,
01000118, 01000218,
01000818, 01000918,

00992518, 00992618, 00992718, 00992818, 00992918,
00993218, 00993318, 00993418, 00993518, 00993618,
00993918, 00994018, 00994118, 00994218, 00994318,
00994618, 00994718, 00994818, 00994918, 00995018,
00995318, 00995418, 00995518, 00995618, 00995718,
00996018, 00996118, 00996218, 00996318, 00996418,
00996818, 00996918, 00997018, 00997118, 00997218,
00997518, 00997618, 00997718, 00997818, 00997918,
00998218, 00998318, 00998418, 00998518, 00998618,
00998918, 00999018, 00999118, 00999218, 00999318,
00999618, 00999718, 00999818, 00999918, 01000018,
01000318, 01000418, 01000518, 01000618, 01000718,
01001018, 01001118, 01001218, recibidas el 13 trece de

diciembre de 2018 dos mil dieciocho.

En relacién a su solicitud de informacion, atentamente se informa:

Con fecha 12 doce de diciembre de 2018 dos mil dieciocho, el solicitante Francisco
Cervantes Ocafia realizé 89 ochenta y nueve solicitudes de informacién via
electronica, mediante las cuales solicita los recibos de némina del mes de
diciembre de las personas sefialadas, quedando registradas para tal efecto bajo





De los motivos de inconformidad vertidos por el recurrente, se advierte que este señala que no se le contestó de manera independiente a cada una de las solicitudes que formuló, es decir, el Sujeto Obligado acumuló los diversos folios que se formaron con motivo del ejercicio de su derecho de acceso, lo cual disiente, ya que la Ley de la materia no prevé la acumulación. 

Dicho lo anterior, es dable señalar que la figura jurídica de la acumulación se encuentra contemplada en el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
, que en la porción normativa que interesa señala lo siguiente: 

“ARTÍCULO 125. En los procedimientos contenciosos procede la acumulación de dos o más juicios pendientes de resolver cuando:

I. Siendo diferentes las partes e invocándose distintos agravios, el acto impugnado sea uno mismo o se impugnen varias partes del mismo acto y 

II. Sean las partes y los agravios diversos o no, se impugnen actos que sean unos antecedentes o consecuencia de los otros.” 

[Énfasis añadido].

Del precepto normativo citado con anterioridad, se precisa que la acumulación como figura jurídica, consiste en la integración de distintas partes y distintos motivos de inconformidad que impugnen un mismo acto, el cual, puede ser antecedente o consecuencia de otros. 

Eduardo Pallares
 considera que la acumulación “consiste en reunir, o en fusionar varios procesos en uno solo”. Atendiendo a lo anterior, en materia de Transparencia y Acceso a la Información, la acumulación se encuentra prevista para la tramitación de recursos de revisión, tal y como lo determinó este Órgano Garante a través del Acuerdo CEGAIP-466/2008, aprobado en sesión ordinaria de consejo, celebrada el 24 veinticuatro de septiembre de 2008, dos mil ocho, cuyo rubro y texto señalan lo siguiente:

ACUMULACIÓN DE EXPEDIENTE. Se aprueba por unanimidad de votos, que deberá procurar en la medida de lo posible la acumulación a un solo expediente, cuando se trate del mismo recurrente y el mismo ente obligado, y siempre que la información sea del mismo ámbito, con el propósito de dictar una sola resolución para los expedientes acumulados.  

[Énfasis añadido].

Asimismo, los Lineamientos para la Recepción, Substanciación, Resolución y Cumplimiento de los Recursos de Revisión promovidos ante la CEGAIP, en la porción normativa que interesa señalan lo siguiente

“Décimo segundo. Acumulación. 

Recibido el Recurso de Revisión. El Comisionado Ponente podrá solicitar al Pleno la acumulación de recursos de revisión, quien en todo caso podrá considerar los mismos elementos de valoración para dos o más recursos de revisión y resolver en el mismo sentido. Una vez cerrada la instrucción no se podrá emitir acuerdo de acumulación. 

[...]”.

Además los Lineamientos para la Implementación y Operación de la Plataforma Nacional de Transparencia, en la porción normativa que interesa señalan lo siguiente: 

“Octogésimo octavo. Cuando exista la posibilidad de acumular recursos de revisión por haber derivado de respuestas a solicitudes cuyo tema sea similar o idéntico y se trate del mismo sujeto obligado o cuando haya identidad de partes, aquellos encargados de los recursos que fueron recibidos con posterioridad podrán requerir la acumulación al encargado de aquel recurso que haya sido recibido primero, mediante el SIGEMI. Para tales efectos, podrán iniciar un subproceso de acumulación, en el cual deberán indicar a qué recurso requieren que sea acumulado. El encargado que tiene recurso más antiguo. Será notificado de dicha solicitud a través del tablero de “Notificaciones” y podrá aceptar o rechazar la acumulación. Sin importar cuál sea la elección, será notificada a quien solicitó la acumulación mediante el tablero “notificaciones.” 

Como puede advertirse de la citada normatividad, se concluye que es procedente la acumulación en la tramitación de recursos de revisión, cuando en diversas solicitudes se requiera información cuyo tema resulte similar o cuando haya identidad de partes y que aquello que se requiere sea del mismo ámbito, por lo que del análisis de la respuesta otorgada por la Universidad Autónoma, si bien es cierto que existe identidad de partes es decir, el solicitante y el Sujeto Obligado son coincidentes, en el caso concreto, esta Comisión estima que la naturaleza de la información requerida en cuanto a los recibos de nómina de distintos funcionarios, conlleva a que en la entrega de la información no se atiende de manera efectiva el derecho de acceso del particular.

Se afirma lo anterior, puesto que derivado de la acumulación efectuada por la autoridad, no se atiende al principio de gratuidad, ya que por el cúmulo de información que contiene la respuesta, se genera un costo mayor para el particular a diferencia del trámite individual que debió otorgársele en el momento procesal oportuno, ya que debido a la acumulación no se observa de manera correcta lo establecido en el artículo 165
 de la Ley de la materia es decir, que la información se entregue sin costo, cuando implique la entrega de no más de veinte hojas simples. 

Por tanto, este Órgano Garante estima que en atención a lo establecido en los artículos 17
 y 62
 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, la Universidad Autónoma, debe atender de manera individual cada folio de solicitud de acceso y en consecuencia privilegiar la entrega sin costo de la información solicitada, tal como lo refiere el numeral 165
 de la citada normatividad, ello así con la finalidad de instituir procedimientos y condiciones homogéneas en el ejercicio del derecho de acceso a la información, mediante procedimientos sencillos y expeditos para los particulares.  

En virtud de lo anterior, SE EXHORTA al sujeto obligado a que, en el futuro, se abstenga de hacer este tipo de acumulaciones al contestar las solicitudes de acceso a la información y considerar manifestaciones señaladas en el presente considerando a efecto de garantizar las medidas y condiciones de accesibilidad para que toda persona pueda ejercer el derecho de acceso a la información.  

Ahora bien, previo al análisis de fondo se trae a contexto los siguientes preceptos de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí:

“ARTÍCULO 151. Los sujetos obligados deberán otorgar acceso a los Documentos que se encuentren en sus archivos o que estén obligados a documentar de acuerdo con sus facultades, competencias o funciones en el formato en que el solicitante manifieste, de entre aquellos formatos existentes, conforme a las características físicas de la información o del lugar donde se encuentre así lo permita. 

En el caso de que la información solicitada consista en bases de datos se deberá privilegiar la entrega de la misma en Formatos Abiertos.”
“ARTÍCULO 153. Las Unidades de Transparencia deberán garantizar que las solicitudes se turnen a todas las Áreas competentes que cuenten con la información o deban tenerla de acuerdo a sus facultades, competencias y funciones, con el objeto de que realicen una búsqueda exhaustiva y razonable de la información solicitada. 
De los numerales anteriormente transcritos, se advierte, en primer término, que la información a la que deberán dar acceso los sujetos obligados es la que se encuentre en sus archivos y la que surja de documentar sus facultades competencias o funciones, privilegiándose como modalidad de entrega la que elija el solicitante.

En segundo término, la obligación de turnar la solicitud de información a todas las unidades administrativas, con base en las competencias y funciones de dichas áreas, a fin de que realicen una búsqueda minuciosa en sus archivos tanto físicos como electrónicos.

 

Dicho lo anterior es dable colegir que la presente Resolución tiene por objeto determinar lo siguiente: 

· Determinar si en el derecho de acceso efectuado en la solicitud de folio 01001018, se ajustó a los principios que rigen en materia de transparencia y acceso a la información pública, es decir, verificar en el procedimiento de acceso que se examina se haya realizado la entrega de la información solicitada por el peticionario.
Del análisis de las constancias que obran en autos, se advierte que en la solicitud de información efectuada por el recurrente, requirió todos los recibos de nomina de Gladys Gabriela Farias Oliva relativos al mes de diciembre de los años 2011, 2012, 2013, 2014, 2015, 2016, 2017 y 2018; al respecto, para efecto de atender la solicitud del particular, la autoridad indicó que dicha información se expedía a costa del peticionario, previo pago de derechos correspondientes a efecto de realizar las versiones públicas de los documentos solicitados, no obstante, la podría consultar en la Plataforma Estatal de Transparencia de San Luis potosí (PETS), ya que dicha información corresponde al cumplimiento de la obligación de publicar la remuneración bruta y neta de todos los servidores públicos de base o de confianza, de todas las percepciones, incluyendo sueldos, prestaciones, gratificaciones, primas, comisiones, dietas, bonos, estímulos, ingresos y sistemas de compensación, señalando la periodicidad de dicha remuneración, es decir el artículo 84 fracción XI de la Ley de Transparencia Local.

Inconforme con la respuesta otorgada por el Sujeto Obligado, el recurrente indicó que no le fue proporcionada la documentación requerida, ya que contraria a la interpretación que realiza la autoridad, el peticionario requirió los recibos de nómina correspondientes a Gladys Gabriela Farias Oliva relativos al mes de diciembre de los años 2011, 2012, 2013, 2014, 2015, 2016, 2017 y 2018.  

Es de precisar que derivado de la Reforma Hacendaria impulsada por el Ejecutivo Federal, el 11 once de diciembre de 2013, dos mil trece, se publicó en el diario Oficial de la Federación la Ley del Impuesto Sobre la Renta, en la cual se establece que los pagos que efectúen las Organizaciones o empresas a sus trabajadores requerirán la generación de un Comprobante Fiscal Digital por Internet (CFDI) es decir, un recibo de nómina en el que se considerara una deducción autorizada. 

Por lo anterior, es preciso señalar el contenido de los artículos 27 y 99 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta que en la porción normativa que interesa, señalan lo siguiente: 

· “Artículo 27. Las deducciones autorizadas en este Título deberán reunir los siguientes requisitos:

[...]

V. Cumplir con las obligaciones establecidas en esta Ley en materia de retención y entero de impuestos a cargo de terceros o que, en su caso, se recabe de éstos copia de los documentos en que conste el pago de dichos impuestos. Tratándose de pagos al extranjero, éstos sólo se podrán deducir siempre que el contribuyente proporcione la información a que esté obligado en los términos del artículo 76 de esta Ley. 

Los pagos que a la vez sean ingresos en los términos del Capítulo I del Título IV, de esta Ley, se podrán deducir siempre que las erogaciones por concepto de remuneración, las retenciones correspondientes y las deducciones del impuesto local por salarios y, en general, por la prestación de un servicio personal independiente, consten en comprobantes fiscales emitidos en términos del Código Fiscal de la Federación y se cumpla con las obligaciones a que se refiere el artículo 99, fracciones I, II, III y V de la presente Ley, así como las disposiciones que, en su caso, regulen el subsidio para el empleo y los contribuyentes cumplan con la obligación de inscribir a los trabajadores en el Instituto Mexicano del Seguro Social cuando estén obligados a ello, en los términos de las leyes de seguridad social.

[...]”

· Artículo 99. Quienes hagan pagos por los conceptos a que se refiere este Capítulo, tendrán las siguientes obligaciones:

I. Efectuar las retenciones señaladas en el artículo 96 de esta Ley. 

II. Calcular el impuesto anual de las personas que les hubieren prestado servicios subordinados, en los términos del artículo 97 de esta Ley. 

III. Expedir y entregar comprobantes fiscales a las personas que reciban pagos por los conceptos a que se refiere este Capítulo, en la fecha en que se realice la erogación correspondiente, los cuales podrán utilizarse como constancia o recibo de pago para efectos de la legislación laboral a que se refieren los artículos 132 fracciones VII y VIII, y 804, primer párrafo, fracciones II y IV, de la Ley Federal de Trabajo.
[...]
De la normativa transcrita, se colige que el documento denominado “recibo de nómina” deberá ser expedido y entregado a las personas que reciban pagos por diversos conceptos; además se deberá reflejar en dicho documento, las erogaciones correspondientes, misma que podrá utilizarse como constancia o recibo de pago para efectos de la legislación laboral, por lo tanto, esta Comisión estima que en el caso concreto, el Sujeto Obligado no entregó la información solicitada, ya que el hecho de que la autoridad haya señalado que lo requerido es consultable en la tabla de aplicabilidad LTAIPSLP84XI no atiende a lo establecido en el artículo 13 de la Ley de Transparencia Local, puesto que no satisface el derecho de acceso a la información del solicitante.
Se afirma lo anterior, en virtud del contenido de información del formato LTAIPSLP84XI que refiere la autoridad, en cuanto al llenado de las celdas, se refiere a información relativa a la fecha de inicio y término del periodo que se informa, tipo de integrante del sujeto obligado, clave o nivel del puesto, denominación o descripción del puesto, denominación del cargo, área de adscripción, nombre (s), primer apellido, segundo apellido, sexo, monto de la remuneración bruta, de conformidad al Tabulador de sueldos y salarios que corresponda, tipo de moneda de la remuneración bruta, entre otras, por lo que se concluye que el formato  LTAIPSLP84XI no corresponde con la información solicitada, por lo que el Sujeto Obligado deberá entregar al solicitante todos los recibos de nómina de Gladys Gabriela Farias Oliva, correspondientes al mes de diciembre de los años 2011, 2012, 2013, 2014, 2015, 2016, 2017 y 2018.

Máxime que, concatenado con lo anterior, si bien el artículo 84 de la Ley de la Materia no contempla como tal la obligación de publicar los “recibos de nómina”, el mismo no exime a la autoridad de entregarlos, puesto que de conformidad con los numerales 18 y 19 de la legislación en cita, mismos que a la letra dicen: 
“…ARTÍCULO 18. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones...”


“ARTÍCULO 19. Se presume que la información debe existir si se refiere a las facultades, competencias y funciones que los ordenamientos jurídicos aplicables otorgan a los sujetos obligados. En los casos en que ciertas facultades, competencias o funciones no se hayan ejercido, se debe motivar la respuesta en función de las causas que motiven la inexistencia…”;

De los preceptos anteriores, en primer lugar, se advierte que la información solicitada es referente al ejercicio de las funciones de las personas en el servicio público y por ello debe de existir registro que documente la existencia de las actividades de los sujetos obligados. 

En segundo lugar, se establece que los sujetos obligados deberán otorgar acceso a los documentos que se encuentran en sus archivos o que estén obligados a documentar de acuerdo con sus facultades, competencias o funciones en el formato en el que solicitante manifieste, de entre aquellos formatos existentes, conforme a las características físicas de la información o del lugar donde se encuentre así lo permita. 


Asimismo, prevé que se presume que la información debe existir si se refiere a las facultades, competencias y funciones que los ordenamientos jurídicos aplicables otorgan a los sujetos obligados. En los casos en que ciertas facultades, competencias o funciones no se hayan ejercido, se debe motivar la respuesta en función de las causas que motiven la inexistencia. 

Por otra parte, en cuanto a la modalidad de entrega, de las constancias que obran en autos, se advierte a foja 16 del presente sumario que el recurrente indicó que la forma en la que desea recibir la información era el medio electrónico a través del sistema de solicitudes de acceso a la información de la Plataforma Nacional. 

Por lo anterior, es preciso traer a contexto los artículos 17, 146 y 155, que en la porción normativa que interesa, señalan: 

“ARTÍCULO 17. El ejercicio del derecho de acceso a la información es gratuito y sólo podrá requerirse el cobro correspondiente a la modalidad de reproducción y entrega solicitada. 

[...]”

“ARTÍCULO 146. Para presentar una solicitud no se podrán exigir mayores requisitos que los siguientes:

[...]

V. La modalidad en la que prefiere se otorgue el acceso a la información, la cual podrá ser verbal, siempre y cuando sea para fines de orientación, mediante consulta directa, mediante la expedición de copias simples o certificadas o la reproducción en cualquier otro medio, incluidos los electrónicos.

[...]”

“ARTÍCULO 155. El acceso se dará en la modalidad de entrega y, en su caso, de envío elegidos por el solicitante. Cuando la información no pueda entregarse o enviarse en la modalidad elegida, el sujeto obligado deberá ofrecer otra u otras modalidades de entrega.

En cualquier caso, se deberá fundar y motivar la necesidad de ofrecer otras modalidades.”
De la normatividad transcrita, se precisa que el ejercicio del derecho de acceso a la información es gratuito y sólo podrá requerirse el cobro en los casos de que la modalidad requiera la reproducción y entrega solicitada por el particular. 

Por tanto, al momento de presentar una solicitud de acceso a la información, la Ley de la materia no exige mayores requisitos, siendo uno de los más importantes que los particulares indiquen la modalidad en la que se prefiere se otorgue el acceso a la información.

Por ello, la regla general es que el acceso a la documentación requerida se dará en la modalidad solicitada y, en su caso, el envío elegido por el solicitante.  

No obstante lo anterior, dicha regla no es absoluta, puesto que se puede presentar una excepción en el caso de que la autoridad no pueda realizar la entrega o envío en la modalidad elegida, por lo que de manera fundada y motivada se deberá indicar al peticionario cual es la necesidad por la que se ofrecen otras modalidades. 

En el caso particular, la solicitud de información fue realizada por el solicitante a través de la Plataforma, requiriendo copia a través del medio electrónico del sistema de solicitudes de acceso a la referida Plataforma. 

Además, de la relatoría expuesta en la presente determinación, se colige que el particular requirió los recibos de nómina de Gladys Gabriela Farias Oliva, correspondientes al mes de diciembre de los años 2011, 2012, 2013, 2014, 2015, 2016, 2017 y 2018, por lo de conformidad con lo establecido en el artículo 125
 de la Ley de Transparencia Local, se realiza la precisión de que en el caso de que los recibos de nómina contengan datos personales, como RFC, CURP, número de cuenta, código “QR”, entre otros, con base en lo establecido en el artículo 60
 de la Ley de Transparencia Local, el Sujeto Obligado deberá elaborar la versión pública que corresponda de la documentación solicitada, la cual deberá ser aprobada por el Comité de Transparencia del Sujeto Obligado. 

Por lo anterior, se cita a continuación el contenido del artículo 125 de Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, que establece lo siguiente:

“ARTÍCULO 125. Cuando un Documento contenga partes o secciones reservadas o confidenciales, los sujetos obligados, para efectos de atender una solicitud de información, deberán elaborar una Versión Pública en la que se testen las partes o secciones clasificadas, indicando su contenido de manera genérica y fundando y motivando su clasificación.
[Énfasis añadido]
De conformidad con lo establecido en el artículo 3 fracción XXXVII, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, se debe entender por versión pública aquel documento o unidad documental en el que se da acceso a información, previa eliminación u omisión de las partes o secciones que contienen, según sea el caso, información reservada o confidencial (datos personales).

Es de precisar que de conformidad con el artículo 23
 y 125
 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, en la elaboración de las versiones públicas que correspondan deberán reunir los requisitos que señalan los Lineamientos de Clasificación Desclasificación de la Información, así como para la Elaboración de Versiones Públicas.

Por ello, es de señalarse que, respecto a las solicitudes de información que contengan específicamente los datos personales señalados en el numeral Trigésimo Octavo
 de los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, respecto a una persona identificada o identificable debe partirse de la premisa de que: (i) Los datos personales son, en principio confidenciales, con independencia de que hayan sido obtenidos de su titular o por cualquier otro medio; (ii) los sujetos obligados deben adoptar las medidas necesarias que garanticen su seguridad y por tanto se limite el acceso no autorizado; y (iii) los datos personales únicamente deben ser tratados de acuerdo a la finalidad para la cual fueron recabados de manera directa o indirecta.

Asimismo, el Sujeto Obligado deberá privilegiar el principio de gratuidad contenido en el numeral 165 de la Ley de la materia, ya que en el caso concreto, las veinte primeras hojas, ya sean simples o certificadas, deberán de ser entregada sin costo, lo cual se reafirma con el criterio 02/18, emitido por el Instituto Nacional de Acceso a la Información y Protección de Datos Personales (INAI), correspondiente a la segunda época en materia de protección de datos personales, que señala:

“Gratuidad de las primeras veinte hojas simples o certificadas. Cuando la entrega de los datos personales sea a través de copias simples o certificadas, las primeras veinte hojas serán sin costo.”  

Por último, esta Comisión estima conveniente señalar el contenido del lineamiento quincuagésimo noveno, de los citados lineamientos que señalan: 

“Quincuagésimo noveno. En caso de que el documento únicamente se posea en versión impresa, deberá fotocopiarse y sobre éste deberán testarse las palabras, párrafos o renglones que sean clasificados, debiendo anotar al lado del texto omitido, una referencia numérica tal y como se puede observar en el modelo para testar documentos impresos contenido en el Anexo 1 de los Lineamientos, “Modelo para testar documentos impresos”.

En caso de que sea posible la digitalización del documento, se deberá observar lo establecido en el lineamiento Sexagésimo.

La información deberá protegerse con los medios idóneos con que se cuente, de tal forma que no permita la revelación de la información clasificada.”     

[Énfasis añadido]

Del lineamiento transcrito, se evidencia que la Universidad Autónoma de San Luis Potosí, al tener el documento de manera impresa, deberá privilegiar la modalidad electrónica solicitada, tal y como lo refiere el lineamiento quincuagésimo noveno, ya que con fundamento en el artículo 56
 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información, se presume la posibilidad de que dicha documentación sea sometida a un procedimiento de digitalización. Por lo que, en cuanto a la modalidad de entrega, el sujeto obligado deberá entregar las versiones públicas a través del correo electrónico señalado por el recurrente en formato digital.

Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio 03/2008, emitido por el Comité de Acceso a la Información Pública, cuyo rubro y texto señala lo siguiente: 

MODALIDAD ELECTRÓNICA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN. SI SE RECIBE UNA SOLICITUD POR MEDIOS ELECTRÓNICOS SIN PRECISAR LA MODALIDAD DE PREFERENCIA DEBE PRESUMIRSE QUE SE REQUIRIÓ EL ACCESO POR ESA MISMA VÍA. El ejercicio del derecho de acceso a la información gubernamental no se entiende de forma abstracta y desvinculada a la forma en que los gobernados pueden allegarse de aquélla; destacándose que la modalidad de entrega de la información resulta de especial interés para hacer efectivo este derecho. En este sentido, la Comisión para la Transparencia y Acceso a la Información de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (recurso de revisión 1/2005) determinó que el acceso a la información no se cumple de forma íntegra cuando se entrega la información al peticionario en una modalidad diversa a la solicitada, cuando esta fue la remisión por medios electrónicos, toda vez que el otorgamiento en una diversa puede constituir un obstáculo material para el ejercicio del derecho de acceso a la información tutelado en el artículo 6° constitucional. Por lo tanto, si el peticionario solicita por vía electrónica determinada información sin precisar la modalidad de su preferencia debe presumirse que la requiere por esa misma vía.
 [Énfasis añadido]
Lo anterior resulta aplicable, puesto que el acceso a la información no se encuentra garantizado cuando el Sujeto Obligado no realice la entrega de la información requerida a través del medio elegido por el solicitante, ya que ello implica un obstáculo material para el ejercicio del derecho de acceso a la información.  

Por tanto, se deberá realizar la entrega de la documentación a través del correo electrónico señalado por el recurrente en formato digital. Lo anterior, ya que los sujetos obligados deben privilegiar, en todo momento, el derecho de acceso a la información. 

6.2. Efectos de la resolución. Por lo anteriormente expuesto, esta Comisión, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 175, fracción III, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, modifica la respuesta emitida por el sujeto obligado, para efectos de que entregue:
Los recibos de nómina del mes de diciembre de los años 2011, 2012, 2013, 2014, 2015, 2016, 2017 y 2018, de Gladys Gabriela Farias Oliva.  
Asimismo, el sujeto obligado deberá indicar los costos que implique la reproducción y envió de la información solicitada atento al contenido del artículo 165 de la Ley de la materia. (Si es el caso).


6.3. Precisiones de esta resolución.


De conformidad con la última parte del artículo 175 de la Ley de Transparencia está Comisión de Transparencia establece los siguientes términos para el cumplimiento de la resolución.


-El sujeto obligado deberá entregar los documentos que contengan la información solicitada en la modalidad peticionada por el particular.


-El sujeto obligado deberá entregar los documentos que contengan la información solicitada en el correo electrónico señalado por el inconforme en su recurso de revisión.


-El sujeto obligado deberá de cuidar en todo momento que la información que entregará no contenga datos personales o confidenciales, pues en caso de contener información con esos datos, deberá de elaborar la versión pública.

6.4. Plazo para el cumplimento de esta resolución.

Con fundamento en el artículo 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, este órgano colegiado le concede al ente obligado el plazo de diez días para la entrega de la información, plazo que está Comisión de Transparencia considera que es suficiente para la entrega de la información por parte del ente obligado.

6.5. Informe sobre el cumplimento a la resolución. 

De conformidad con el artículo 177, segundo párrafo, el ente obligado deberá de informar a esta Comisión de Transparencia el cumplimento a la presente resolución en un plazo que no deberá de exceder de tres días siguientes a los diez días que tiene para la entrega de la información en donde justificará con los documentos necesarios el cumplimento a lo aquí ordenado.

6.6. Medida de apremio en caso de incumplimiento a la resolución.

Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública apercibe al ente obligado que en caso de no acatar la presente resolución, podrá ser acreedor de alguna de las medidas de apremio establecidas en el artículo 190 de la Ley de Transparencia, en virtud de que este órgano colegiado debe de garantizar el debido cumplimiento al derecho humano de acceso a la información pública.  

RESOLUTIVO
Por lo expuesto y fundado, SE RESUELVE:

ÚNICO. Esta Comisión Estatal de Garantía y Acceso a la Información Pública Modifica la respuesta del ente obligado por los fundamentos y las razones desarrolladas en el considerando cuarto de la presente resolución.

 
Notifíquese; por oficio a las autoridades y al recurrente por el medio que designó.

Así, por unanimidad de votos lo resolvió la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, integrada por los Comisionados Licenciada Paulina Sánchez Pérez del Pozo, Licenciada Claudia Elizabeth Ávalos Cedillo y MTRO. Alejandro Lafuente Torres presidente, siendo ponente el primero de los nombrados, quienes en unión de la licenciada Rosa María Motilla García, Secretaria Pleno que da fe, firman esta resolución.  
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L/GVLL 

� ARTÍCULO 2°. Son objetivos de esta Ley:


[...]


III. Instituir procedimientos y condiciones homogéneas en el ejercicio del derecho de acceso a la información, mediante procedimientos sencillos y expeditos; [...].


� ARTÍCULO 21. Todo procedimiento en materia de derecho de acceso a la información deberá sustanciarse de manera sencilla y expedita, de conformidad con las bases de esta Ley.


�Es de puntualizar que dicho Código fue publicado en el Periódico Oficial del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, el dieciocho de julio de dos mil dieciocho, el cual en atención al principio de economía y simplificación administrativa unificó la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios de San Luis Potosí y la Ley de Justicia Administrativa, siendo la primera éstas de aplicación supletoria, conforme lo dispuesto por tercer párrafo del artículo 1º de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública.


� Pallares, Eduardo, Derecho procesal Civil, México, Editorial Porrúa, 1971, 4ª Edición, p. 124 


� ARTÍCULO 165. En caso de existir costos para obtener la información, deberán cubrirse de manera previa a la entrega y no podrán ser superiores a la suma de: 


[...]


La información deberá ser entregada sin costo, cuando implique la entrega de no más de veinte hojas simples. Las unidades de transparencia podrán exceptuar el pago de reproducción y envío atendiendo a las circunstancias socioeconómicas del solicitante. [...]”


� ARTÍCULO 17. El ejercicio del derecho de acceso a la información es gratuito y sólo podrá requerirse el cobro correspondiente a la modalidad de reproducción y entrega solicitada. [...]”


� ARTÍCULO 62. Los sujetos obligados deberán atender al principio de máxima publicidad, permitiendo que la información pública se difunda en medios electrónicos que facilite su reproducción directa por el interesado o solicitante. En los demás casos, respetando el principio de gratuidad, los sujetos obligados observarán las cuotas que se fijen en sus respectivas Leyes de Ingresos por su reproducción. [...]


� [...] Ante la falta de respuesta a una solicitud en el plazo previsto y en caso de que proceda el acceso, los costos de reproducción y envío correrán a cargo del sujeto obligado. [...]


� ARTÍCULO 125. Cuando un Documento contenga partes o secciones reservadas o confidenciales, los sujetos obligados, para efectos de atender una solicitud de información, deberán elaborar una Versión Pública en la que se testen las partes o secciones clasificadas, indicando su contenido de manera genérica y fundando y motivando su clasificación.


� ARTÍCULO 60. En la formulación, producción, procesamiento, administración, archivo y resguardo de la información, debe atenderse al principio de la máxima publicidad, con el objeto de facilitar el acceso de cualquier persona a su conocimiento. 


La obligación de entregarla no implica el procesamiento, ni la adecuación de la información al interés del solicitante, salvo la producción de versiones públicas del documento; [...]


� ARTÍCULO 23. Son sujetos obligados a transparentar y permitir el acceso a su información y proteger los datos personales que obren en su poder: cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los poderes; Ejecutivo, Legislativo, y Judicial, y municipios, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como cualquier persona física, moral o sindicatos que reciban y ejerzan recursos públicos o realicen actos de autoridad en el ámbito estatal y municipal.


� ARTÍCULO 125. Cuando un Documento contenga partes o secciones reservadas o confidenciales, los sujetos obligados, para efectos de atender una solicitud de información, deberán elaborar una Versión Pública en la que se testen las partes o secciones clasificadas, indicando su contenido de manera genérica y fundando y motivando su clasificación.


� Trigésimo octavo. Se considera información confidencial:


I. Los datos personales en los términos de la norma aplicable;


II. La que se entregue con tal carácter por los particulares a los sujetos obligados, siempre y cuando tengan el derecho de entregar con dicho carácter la información, de conformidad con lo dispuesto en las leyes o en los Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, y


III. Los secretos bancario, fiduciario, industrial, comercial, fiscal, bursátil y postal cuya titularidad corresponda a particulares, sujetos de derecho internacional o a sujetos obligados cuando no involucren el ejercicio de recursos públicos.


La información confidencial no estará sujeta a temporalidad alguna y sólo podrán tener acceso a ella los titulares de la misma, sus representantes y los servidores públicos facultados para ello.


� Principio de finalidad, previsto en el artículo 16 de la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de sujetos Obligados. 


� ARTÍCULO 56. Las unidades de transparencia contarán con el presupuesto, personal, apoyo técnico e instalaciones necesarias, para realizar las funciones que señala la presente Ley.


� Criterio disponible en la compilación de normas y criterios en matera de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Novena Edición, página 919, México 2013, disponible en: 


�HYPERLINK "https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/pagina_transparencia/documento/2016-11/PRINCIPALES_CRITERIOS_CAI_%2004_03_2015.pdf"�https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/pagina_transparencia/documento/2016-11/PRINCIPALES_CRITERIOS_CAI_%2004_03_2015.pdf� 





